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			Presentación. 
Corrupción maldita 
y compleja

			Cristina Monge y Jorge Urdánoz 

			De la corrupción puede afirmarse que es un mal político absoluto. La rechazan todas las tradiciones de pensamiento, todas las ideologías, todos los discursos. Su sola presencia provoca terremotos de indignación popular capaces de acabar con los gobiernos más asentados. Al igual que las peores dolencias del cuerpo, carece de cura conocida. Sus efectos pueden paliarse, pero el mal en sí no puede ser erradicado. No del todo. Podemos reducirla a su mínima expresión —en este libro se nos enseña cómo— pero parece fuera de nuestro alcance acabar con ella para siempre. Es una lacra consustancial a lo político, la némesis de lo público.

			¿Significa eso que no podemos hacer nada? No, todo lo contrario. Significa que, para combatirla eficazmente, hemos de conocer en profundidad los perfiles que la configuran. Porque, más allá de lamentos y moralismos, el de la corrupción es un problema no sólo maldito, sino sobre todo enrevesado. Por eso este texto persigue, en sus propias palabras, «demostrar lo complejo que es el propio concepto de corrupción, sus evanescentes ramificaciones y sus múltiples tipologías». Estamos, por tanto, ante un libro optimista, un texto que ofrece un panorama global de la corrupción y de sus consecuencias y que nos enseña cómo hemos de afrontarla. 

			No hay duda, por lo demás, de que esa batalla constituye una de nuestras prioridades. En España y en Iberoamérica la corrupción ha marcado en buena medida la agenda política de las últimas décadas. Y nadie mejor que Manuel Villoria, Catedrático de Ciencia Política, anterior presidente de Más Democracia y, sobre todo, uno de los investigadores con mayor prestigio internacional en este terreno, para acercarnos al estado de la cuestión. El libro aborda, en primer lugar, la propia delimitación del concepto. Lo deslinda de otros fenómenos y, una vez definido de modo preciso, aborda tanto sus posibilidades de medición como sus causas. Tras ello, propone soluciones. Qué es la corrupción, cómo la medimos y cómo la combatimos: un itinerario que, como sociedad, necesitamos tener claro. Y nada mejor que este libro para desbrozar el camino. 

			Algunas de las revelaciones del trayecto sorprenden especialmente. Así, por ejemplo, cuando descubrimos que a partir de 1996 y hasta 2009 la corrupción desaparece prácticamente como preocupación de los españoles… precisamente cuando, como ahora sabemos, más corrupción hubo en España, engendrada al calor del boom urbanístico. Una cosa es, por tanto, la percepción de la corrupción y otra su verdadera presencia, y si no conocemos la diferencia entre ambas mal podremos combatir esta última. Sorprende igualmente averiguar que en ese mismo período la magnitud del despilfarro promovido por los poderes públicos alcanzó unos 14.500 millones de euros. Y que, si la corrupción en nuestro país descendiera a un nivel acorde al esperable de acuerdo a nuestra capacidad económica, nuestro PIB se incrementaría en algo más de un 20% adicional en 15 años. 

			No todos los descubrimientos, con todo, son negativos, y por ello queremos concluir este brevísimo prólogo con un pequeño destello de esperanza. Mientras en el resto de la Unión Europea existe cierta corrupción en el sistema de salud —cinco de cada cien encuestados afirman haber tenido que pagar algún «extra» ilegal para acceder a algún tipo de prestación—, en España, en ese terreno, logramos un deslumbrante éxito: ningún conciudadano —un excepcional y admirable 0% en la encuesta correspondiente— ha tenido que pagar una mordida, un soborno o una propinita para que nuestro sistema público le atienda conforme a lo que señalan sus derechos legalmente establecidos. Si como sociedad hemos sido capaces de lograr esa pequeña gran hazaña para nuestro sistema sanitario, nada nos impide, ni a España ni a ningún otro país del mundo, por descontado, extender el logro al resto de las administraciones públicas y conseguir, poco a poco, reducir la enfermedad de la corrupción a su mínima expresión. Por eso el libro que tienen ustedes en sus manos es magnífico: porque nos enseña cómo empezar a lograrlo. 

			

			

			

			

		


		
			

			Introducción: 
¿de qué hablamos cuando 
hablamos de corrupción?

			Hablar de corrupción es como intentar atrapar una evanescente sombra amenazadora que, cuando creemos tenerla agarrada, siempre escapa por entre los intersticios de nuestras redes. El concepto de corrupción es de una enorme ambigüedad, y al mismo tiempo, muy expansivo. Máxime cuando usamos el adjetivo que se deriva del mismo. Corrupto/a es un calificativo que puede ser aplicado casi a cualquiera, incluso a personas de honestidad probada. Basta con ponerlo en relación con el concepto y llenar éste de todo tipo de difusos significados. A veces, la corrupción se conecta con la mentira, el abuso de poder o alguna falla de integridad. En otras ocasiones, sin embargo, se usa un término muy preciso y se considera tal sólo un abuso de poder que conlleva un beneficio o ganancia económica para el corrupto. Todo ello hace que el concepto sea muy poroso a la manipulación política. Desde esta perspectiva retórica corrupción es lo que hacen los otros partidos o, incluso, mis enemigos dentro del partido, jamás lo que hago yo. 

			Si pidiéramos a la ciudadanía que calificara un listado de actos como «corruptos o no corruptos» probablemente nos encontraríamos con algunos consensos (por ejemplo, frente a los sobornos), pero también con muchos disensos y contradicciones. Habría personas que considerarían corrupto incumplir una promesa electoral y otros que lo considerarían inmoral, pero no puramente corrupto; algunos considerarían el fraude fiscal de un ministro, antes de que fuera tal, como corrupto y otros probablemente lo consideraríamos simplemente como evasión fiscal. Y así sucesivamente. Por desgracia, cuando hacemos encuestas de percepción de corrupción sumamos todas las percepciones, sin saber qué tiene la gente en la cabeza cuando afirma que la corrupción está muy extendida; es decir, agregamos todas las respuestas que afirman que existe mucha corrupción conscientes de que lo que agregamos es una masa difusa de percepciones sobre fenómenos que pueden ser referencialmente diferentes. 

			Dicho esto, vamos a proponer un concepto que tal vez nos ayude a clarificar lo que «es» corrupción frente a fenómenos afines pero no equivalentes. La corrupción implica que: 1) alguien tiene una posición de poder en una organización, sea mucho o poco, con más o menos discrecionalidad, y que ese poder le ha sido concedido para que lo use en beneficio de la organización, de forma que ésta cumpla con sus fines, objetivos o misión. 2) Esta persona abusa de su poder, es decir, va más allá de lo que legal y moralmente tiene permitido en su organización (y más allá de lo que su organización tiene permitido legal o moralmente). 3) Además de ello, ese abuso tiene como fin su beneficio privado; no abusa de ese poder porque se extralimite en su celo y trate de conseguir para la organización beneficios o resultados extraordinarios, sino porque pone su interés privado por encima del de la organización y obtiene beneficios extraposicionales, beneficios que no son los que están pactados contractual o legalmente. 4) El beneficio privado puede ser directamente recogido o indirectamente allegado; es corrupto también robar para el partido político al que se pertenece, aunque no se hurte de la cantidad defraudada ni un céntimo para sí. El hecho de robar «honestamente» para otros se ha producido en alguna ocasión. Si sumamos todos estos componentes tenemos un concepto de corrupción que podríamos considerar «paradigmáticamente» validado. 

			Pero la cosa se complica si lo tratamos de usar para el sector privado sin adaptaciones. Imaginemos un vendedor de una empresa que paga un soborno a un responsable de compras de otra empresa para que compre sus productos. En principio, el abuso de poder es difícil que se dé, pues no tiene poder sobre el comprador; segundo, no incumple su obligación de vender lo máximo posible aunque los medios que usa no sean moralmente encomiables; además, el beneficio privado directo tampoco parece muy claro (podría hacerlo para alcanzar objetivos de ventas, pero le costaría demasiado), más bien lo hace por el bien de la organización. Si a ello añadimos que probablemente su jefe le autoriza a ello, ya no queda claro por qué deberíamos considerar corrupta su conducta. No abusa de su poder y cumple con su obligación de defender los intereses de su empresa. Otro caso que nos desbarata el concepto sería el siguiente: un empresario hace trabajar a sus empleados más horas de las contratadas, bajo la amenaza de despido, para beneficio propio. Hay abuso de poder para beneficio privado, pero es un caso de explotación laboral, no de corrupción realmente. Más aún, el propio concepto de beneficio privado es parte esencial de la actividad empresarial, y la clave del debate no es si existe o no tal beneficio, sino si ese beneficio es moralmente aceptable o no. De ahí que el concepto que hemos propuesto previamente sea útil para el sector público pero tenga serias debilidades para ser usado en el sector privado. La consecuencia de esta argumentación es que tenemos que reconocer que es prácticamente imposible generar una única definición de corrupción, y tal vez lo mejor sea tener definiciones diferentes en función de la variabilidad de situaciones y los tipos de corrupción, como nos recomiendan Andersson y Heywood. 

			En una reciente investigación, Jesús Palomo y yo mismo hemos desarrollado una definición de corrupción para el sector privado que se centra esencialmente en clarificar el bien a proteger, que entendemos que es la libre y justa competencia. Por ello, corrupción en el sector privado sería el uso de autoridad, o el abuso del poder que otorga una organización a cualquiera de sus miembros, para beneficio propio, directo o indirecto, individual o corporativo, cuando estas personas interactúan con otras personas de organizaciones públicas o privadas, y sus actos atentan contra la competencia leal y equitativa y, con ello, contra el bienestar de la comunidad. Con ella entendemos que recogemos no sólo la responsabilidad individual, sino también la corporativa y un abanico de acciones suficientemente amplio como para evitar impunidades inaceptables en este ámbito. Eso sí, dejamos fuera del concepto actuaciones no éticas hacia los empleados de la empresa o hacia los consumidores, que deberían caer en otros espacios conceptuales, tales como el fraude o la explotación laboral. En todo caso, este texto se centra en la corrupción en el ámbito público y de ello nos ocuparemos en las páginas que siguen. 

			Situados en el espacio de lo público, el debate más importante que desde el concepto antes generado surge es el de si debemos considerar corruptas sólo las actividades que incumplen las normas o si abrimos el paso a considerar corruptas también ciertas actividades que, aun cumpliendo plenamente la ley, atentan contra principios éticos socialmente asumidos sobre el comportamiento de los agentes públicos. En definitiva, si como señalan Underkuffler, Heywood, Rose y otros autores, la corrupción es esencialmente una enfermedad moral. La primera opción nos asegura un limitado campo de análisis y evita difuminar aún más las ya de por sí difusas acciones a categorizar como corruptas. Pero al tiempo nos sitúa ante un problema aún mayor. Muchas veces la tipificación de los delitos y faltas de corrupción es reducida y manipulada para facilitar la impunidad. Es posible usar la regulación de estas actividades con criterios partidistas y tratar de favorecer a los corruptos en el cargo evitando su posible persecución. Sobre todo, la complejidad de los procedimientos penales en los casos de corrupción de alto nivel genera muchas veces sentencias absolutorias aun cuando se tiene claro que han existido actividades de abuso y beneficio privado. Cuando llegó al poder, Berlusconi modificó las normas penales y procesales para evitar que conductas criminales que había cometido pudiesen ser sancionadas. En suma, la regulación y sanción de las actividades inmorales de los responsables públicos es altamente política y, por ello, susceptible de manipulación. Para entender esta afirmación les recomiendo que analicen qué se consideraba penalmente perseguible hace unos pocos años y qué se considera ahora como tal, o cómo actos que hace sólo veinte años quedaron impunes, en este momento, gracias a la mejora técnica en la actuación de policías y fiscales y al mejor conocimiento del fenómeno corrupto por parte de los jueces, probablemente serían sancionados. ¿Antes no eran corruptos y ahora sí? 

			Ser absuelto de un delito de corrupción por prescripción no implica que se deje de ser corrupto; pero ser condenado tampoco garantiza que haya existido corrupción. El caso más típico de este segundo supuesto es el de la prevaricación. Cuando un cargo público es acusado solamente de prevaricación puede ser que efectivamente haya incumplido normas a sabiendas de que lo hacía, pero en ocasiones lo ha podido realizar por exceso de celo en la defensa del interés general. Se pueden denegar licencias (indebidamente) porque se considera que así se protege mejor el medioambiente, se pueden cancelar contratos (sin cumplir todas las formalidades) porque se considera que el contratista está engañando al Ayuntamiento o se puede despedir a un/a gerente por inútil sin cumplir la legalidad en su plena rigurosidad, y todo ello puede dar lugar a que una alcaldesa o un alto funcionario sean investigados e, incluso, sancionados por prevaricación. Pero ¿es eso corrupción? Desde luego que no. Obviamente, ello no impedirá que la oposición correspondiente pida su dimisión inmediata desde que el juez o jueza correspondiente dicte el auto por el que le cita a declarar como investigado y que justifique tal petición por estar involucrado el político correspondiente en «un delito de corrupción»; malas prácticas de oposición que, sin duda, contribuyen a deslegitimar la actividad de representación pública. 

			 Pero, por otra parte, considerar que son corruptas sin más todas aquellas actividades de los servidores públicos que la ciudadanía considera inmorales abre la vía a una indefinición que haría que todo pudiera ser corrupto y, por ello, que nada pudiera serlo también si se manipulan los datos adecuadamente. Ante este problema, la clave de la solución es conectar la corrupción al incumplimiento de reglas morales socialmente asumidas siempre que tras ello exista, además, abuso de poder y beneficio privado. Si un ministro evadió impuestos hace años, cuando era empresario o profesor, lo que cometió es un fraude; no abusó de ningún poder, simplemente incumplió una obligación legal como cualquier otro defraudador. Obviamente, ello puede generar dudas sobre su dignidad para continuar como ministro, pero si dimite no será por corrupción, sino por responsabilidad política, dado que su continuidad puede afectar a la imagen y legitimidad del gobierno correspondiente. Más dudas genera que un ministro tenga que dimitir por elusión fiscal, es decir, por utilizar instrumentos legales para pagar lo menos posible a Hacienda. En principio, cualquier persona tiene derecho a defender sus intereses económicos en el marco de la ley, y pretender que el nombramiento como ministro implique que se anula retroactivamente ese derecho para las personas que ocupan cargos públicos no deja de ser un exceso. Es lógico que podamos preferir personas que pagan todos sus impuestos de forma generosa y sin reticencias, pero tener en un alto cargo a alguien que trata de maximizar sus preferencias de ahorro fiscal en el marco de la ley no parece atentar contra principios o valores esenciales del buen gobierno. Sin embargo, en numerosas encuestas la ciudadanía considera que la elusión fiscal es una conducta no ética e, incluso, que podría ser corrupta. Aplicando el criterio antes enunciado, para que fuera corrupta entendemos que debería darse el supuesto de que el alto cargo usara información privilegiada o abusara de sus conexiones políticas para facilitarse tal elusión, si no, estaremos ante un acto éticamente dudoso, pero en absoluto corrupto. 

			La consideración de que la corrupción incluye actos ilegales y, también, actos inmorales en los que se abusa del poder para beneficio privado nos permite incorporar a la calificación de corruptas a actividades como la captura de políticas o decisiones, que son parte esencial de la denominada corrupción legal. Un ejemplo sería la elaboración de un proyecto de ley por un Gobierno en el que se conceden privilegios a algún lobby o sector económico como consecuencia de haber asumido los redactores los objetivos de las empresas que ellos regulan, eso sí, a cambio de la generosa financiación de sus campañas electorales (para más detalle, véanse estudios como los de Benink y Schmidt de 2004). De acuerdo con la clásica definición del Banco Mundial, la captura de las políticas consistiría en una modelación interesada de la formación de las reglas básicas del juego a través de pagos privados ilícitos y no transparentes a los responsables públicos. Sin embargo, hoy en día sabemos que la captura de políticas puede hacerse perfectamente con pagos lícitos e, incluso, sin pagos, simplemente con la promesa de un buen trato por los medios de comunicación controlados por los grupos correspondientes. Más aún, una eficaz estrategia de penetración por parte de lobbies en puestos clave del gobierno o en comisiones decisorias o influyentes (por ejemplo, las que redactan un anteproyecto de ley) puede permitir que se tomen decisiones sesgadas y contrarias al interés general sin ningún pago directo. Incluso puede que el éxito del grupo de interés consista simplemente en mantener el statu quo y evitar cambios que dañarían situaciones de privilegio e influencia indebida. Todo esto nos lleva a definir la captura como la ausencia de autonomía del Estado, una situación en la que ciertos grupos sociales son capaces de controlar a ciertos líderes políticos a través de diversos mecanismos y los líderes tienen poca capacidad o poco deseo de resistir tales influencias (véanse los estudios de Shafer al respecto). Una política capturada es una política que no se construye pensando en el interés general, sino en intereses parciales e insolidarios. Por el contrario, existe autonomía estatal cuando los líderes pueden aislarse razonablemente de las presiones sociales particularistas y son capaces de definir intereses nacionales de forma universalista y objetiva.
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